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Proceso:    
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JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas:   
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / IMPROCEDENCIA. “[S]iguiendo lo prevenido en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamentó la acción de tutela, esta se torna improcedente “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante”. En este caso, nada se advierte, con las copias escaneadas de la actuación remitidas por el Juzgado, acerca de que el actor le hubiese solicitado que procediera en la forma como ahora se reclama, es decir, que se modificara el efecto del recurso de apelación de la entidad demandada en la acción popular, por causa del desistimiento que del suyo le fue aceptado. A ello se adiciona que no interpuso recurso alguno, como el de reposición que era procedente, frente a dicho proveído que, se repite, acepto el desistimiento y ordenó la remisión del expediente sin más consideraciones, de manera que dejó pasar la oportunidad procesal con la que contaba para la defensa de sus intereses. Hay que agregar que, en todo caso, la Sala Civil-Familia, con auto del 28 de septiembre de 2016 advirtió tal cuestión y dispuso admitir la alzada en el efecto devolutivo, con lo que se viene a menos la pretensión del accionante. Por consiguiente, no queda alternativa diversa a la de declarar la improcedencia anunciada.”. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, enero diecinueve de dos mil diecisiete
Expediente: 66001-22-13-000-2016-01305-00                   
Acta N° 22 de enero 19 de 2017
Decide la Sala la acción de tutela promovida por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito local y el agente del Ministerio Público, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda; Asmet Salud EPS, carrera 9 No. 19-11 de esta ciudad; Municipio de Pereira –Control Físico- y la Personería Municipal de Pereira.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó acción de tutela contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad, en la que aduce violación de los derechos “a las garantías procesales, art. 13, 83 CN”, y solicita que se le ordene que “conceda la alzada de la entidad accionada en efecto DEVOLUTIVO, tal como lo solicite a saciedad” (sic)  y al Procurador en la acción popular, pronunciarse sobre la garantía del debido proceso y demostrar que cumple con su función deber.
 



Dijo en su escrito que presentó acción popular que quedó radicada con el número “2015-00192” en la que apeló y luego desistió de ese recurso, no obstante lo cual, el Juzgado se negó a cambiar el efecto de la alzada al devolutivo.
Se dispuso el trámite de rigor, con la vinculación de las entidades arriba señaladas, y se concedió el término de dos días para ejercer el derecho de defensa, a la vez que se solicitaron copias del juzgado accionado relacionadas con el tema cuestionado. 
El Municipio de Pereira, por intermedio de apoderado judicial, señaló que se debe respetar la autonomía judicial; que la entidad territorial no ha proferido ninguna decisión en contra del demandante, por lo que carece de legitimación en la causa por pasiva; y que la acción es improcedente por cuanto el demandante ha debido agotar los recursos pertinentes. 

La Procuraduría Regional Risaralda, manifestó que la intervención de la agencia está orientada, como órgano de control, a la defensa de los derechos e intereses colectivos. 
La personera municipal, hizo referencia a la naturaleza y fines de la acción popular. 

El juzgado remitió en un disco compacto las copias del expediente y se refirió a una demanda similar que cursó en este Tribunal.

CONSIDERACIONES

Ante la información del Juzgado acerca de la promoción de otra acción de tutela similar, valga la pena acotar que con la constancia obrante a folio 27 vuelto, se descarta la incursión en temeridad o una cosa juzgada, habida cuenta de que se trató de una cuestión enteramente diversa.

Superada esta situación, se tiene que la acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de los derechos “a las garantía procesales” bajo la circunstancia de que el juzgado, pese a que el interesado desistió del recurso de apelación que interpuso contra la sentencia proferida en la acción popular, se negó a cambiar el efecto en el que se había concedido el mismo, que debía darse en el devolutivo, y no el suspensivo, pues, únicamente quedó como apelante la parte allí demandada.
  



Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. . Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución. 
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
Con los datos que brindó el Juzgado, surge evidente que la acción se torna improcedente, por las siguientes razones:

La primera, que la cuestión que se quiere debatir, apunta a la decisión del 3 de marzo de 2016, en la que se aceptó el desistimiento del recurso de apelación que el interesado había propuesto contra el fallo de primera instancia, y en el que se dispuso que una vez en firme se procediera a su remisión a la Sala Civil-Familia para lo de su cargo, sin más consideraciones. Como se ve, data de por lo menos 10 meses atrás, con lo que es claro que se rompe la regla de la inmediatez, propia de esta clase de actuaciones, pues  transcurrieron más de seis meses, que es el tiempo que se estima razonable para procurar por esta vía el quiebre de una decisión judicial, sin que se exprese o pruebe razón alguna que hubiera impedido hacerlo antes. 
Y aun si se diera por superado este escollo, se advierte que siguiendo lo prevenido en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamentó la acción de tutela, esta se torna improcedente “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante”. En este caso, nada se advierte, con las copias escaneadas de la actuación remitidas por el Juzgado, acerca de que el actor le hubiese solicitado que procediera en la forma como ahora se reclama, es decir, que se modificara el efecto del recurso de apelación de la entidad demandada en la acción popular, por causa del desistimiento que del suyo le fue aceptado. 

A ello se adiciona que no interpuso recurso alguno, como el de reposición que era procedente, frente a dicho proveído que, se repite, acepto el desistimiento y ordenó la remisión del expediente sin más consideraciones, de manera que dejó pasar la oportunidad procesal con la que contaba para la defensa de sus intereses. 
  



Hay que agregar que, en todo caso, la Sala Civil-Familia, con auto del 28 de septiembre de 2016 advirtió tal cuestión y dispuso admitir la alzada en el efecto devolutivo, con lo que se viene a menos la pretensión del accionante. 



 
Por consiguiente, no queda alternativa diversa a la de declarar la improcedencia anunciada. 

 



La misma resolución cabe respecto de la solicitud de amparo frente al agente del Ministerio Público, como quiera que no existe evidencia acerca de que se le hubiese elevado previamente una petición tendiente a que suministre las explicaciones que se impetran directamente por esta expedita vía.

 



Finalmente, se absolverá a los demás vinculados, por no hallarse de su parte vulneración alguna de los derechos invocados.



   



DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
RESUELVE: 
                                           DECLARAR IMPROCEDENTE la protección reclamada por Javier Elías Arias Idárraga, contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito y el agente del Ministerio Público.

    
Se absuelve a los demás vinculados.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Una vez regrese el asunto, archívese el expediente.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                       DUBERNEY GRISALES HERRERA   






      Con aclaración de voto
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